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El día 17 de septiembre dio comienzo la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA. Esta reunión ha sido convocada en el marco de las Reuniones de Ministros de Justicia u otros Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA), y en respuesta a la resolución AG/RES.2657 (XLI-0/11): “Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros o Procuradores Generales de las Américas”, que aboga por la celebración de esta tercera reunión con el fin de fomentar el intercambio de información y experiencias y fortalecer la cooperación entre las autoridades responsables de los sistemas penitenciarios de los Estados Miembros de la OEA. 

La Tercera Reunión fue inaugurada por el Secretario de Seguridad Multidimensional de la OEA, Embajador Adam Blackwell, quien destacó que la región comparte una serie de problemas comunes, tales como la sobrepoblación, hacinamiento, dificultades para la clasificación, falta de estadísticas, inadecuados y/o insuficientes programas de reintegración social, la aplicación de medidas de “mano dura”, el excesivo uso de la prisión preventiva, entre otros. Resaltó que entre el 2000 y el 2010 la población penitenciaria en la región se incremento en un 30%. Estos problemas impactan en la salud de los privados de libertad, la infraestructura y los niveles de violencia en las instituciones. También mencionó el alto índice de reincidencia como resultado de las condiciones generales de nuestros sistemas penitenciarios. Asimismo, destacó los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Mencionó que los programas de reintegración que resultan efectivos en la reducción del recidivismo son aquellos que incorporan principios probados y están focalizados en poblaciones específicas. Se resalto que la Secretaría está apoyando la Estrategia de Seguridad Centroamericana, particularmente su componente penitenciario, y remarcó los programas PROCCER, POETA y Tribunales de Tratamiento de Drogas, así como el apoyo que la Secretaria está brindando al proceso de tregua en El Salvador.

A continuación se procedió a la elección de autoridades. La delegación de Argentina propuso como Presidente de la reunión al Sr. Eugenio Polanco Hernández de Costa Rica, Viceministro de Justicia. La moción fue secundada por la delegación de San Vicente y las Granadinas y aprobada por aclamación.

El Sr. Polanco asumió la presidencia de la reunión, agradeció por su nominación y destacó la importancia de la investigación científica para evaluar los resultados de los procesos y programas penitenciarios, y la importancia de direccionar a los sistemas hacia diversas formas de penas alternativas. Asimismo destacó la importancia del primer momento del ingreso a la prisión y la clasificación. Aludió a los programas de atención comunitaria en Canadá. Y destacó el aprovechamiento del espacio de tiempo dentro de la prisión con programas específicos para poblaciones específicas, tales como adicciones, delitos sexuales y crimen organizado.

Luego de la elección del Presidente, se procedió a la elección del Vicepresidente, para lo cual la delegación de Panamá propuso al Sr. Viceministro Farid Samir Benavides Vanegas, Viceministro de Política Criminal y Justicia Restaurativa de Colombia. La nominación fue secundada por la delegación de Estados Unidos y aprobada por aclamación.

Acto seguido se procedió a elegir a la Relatora. La delegación de Guatemala propuso a la Psic. Gabriela Fulco, Asesora del Ministro del Interior, de la República Oriental del Uruguay. La delegación de Ecuador secundó la moción, y la misma fue aprobada por aclamación.

A continuación se procedió a la aprobación de la agenda incluida en el documento GAPECA/doc.13/12 presentado por la Secretaría General y distribuido a las delegaciones el 10 de septiembre. El mismo fue aprobado sin objeciones. También se puso a consideración el calendario de trabajo de la reunión, contenido en el documento GAPECA/doc.14/12, el cual también fue aprobado sin objeciones.

Tras la aprobación de los documentos de la reunión se dio la palabra a la Secretaría de Seguridad Multidimensional. La Secretaria presentó un resumen de las actividades que ha venido realizando en cumplimiento a los mandatos emanados de las dos reuniones previas. Entre otras actividades, la Secretaría participó en proceso de la Organización de las Naciones Unidas para la revisión de las reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, participando en la reunión regional en Santo Domingo, República Dominicana en agosto 2011. Comentó sobre un proyecto en desarrollo de una Metodología Estandarizada para el Monitoreo y la Evaluación de Proyectos y Programas de Reintegración Social orientados a la Disminución de la Reincidencia Delictiva, que está ejecutando conjuntamente con los Gobiernos de Chile, Uruguay, Panamá, República Dominicana, Costa Rica, Barbados y Jamaica. Resaltó también el programa de tribunales de tratamiento de drogas como una respuesta al problema de hacinamiento de nuestros países y como una medida alternativa. También se mencionó el Programa de Integración Social y Drogas que busca lograr una definición de lineamientos hemisféricos, la identificación y promoción de buenas prácticas y el desarrollo e investigación en materia de reinserción social y su relación con diversas formas de vinculación a las drogas. Se destacó también el Programa Integral de Reinserción para Mujeres Jóvenes Ofensoras que se está realizando en el Centro Reeducativo Femenino de El Salvador. Por último, presentó una versión actualizada del directorio de autoridades nacionales, solicitando a las delegaciones que colaboren en su permanente actualización.

A continuación se dio inicio al punto 5 de la agenda con la presentación de las autoridades de la Provincia de Buenos Aires, quienes presentaron el programa “Casas por Cárcel”. Se destacó que el programa es innovador, aplicado a la etapa de máxima confianza, en el marco de la progresividad del sistema penitenciario, inmerso en una política de inclusión social y respeto a los principios y estándares en materia de Derechos Humanos. Destacaron que no es sólo un programa de infraestructura sino de política pública, inserto en un marco de reducción de la sobrepoblación, la cual fue superada con los programas “Casas por Cárcel” y “Alcaidias”. Se mencionó la necesidad de transparencia y control interno y externo. Se mencionó que el programa cuenta con 1.300 detenidos. El programa incluye un relevamiento sobre el tipo de usuarios y su vinculación con la infraestructura. Se habló también del programa de alcaidías departamentales. 

Brasil consultó respecto a los costos del programa. Se respondió que una unidad tradicional para 300 personas cuesta USD17.3 millones mientras que para una población similar este programa cuesta USD1.95 millones, aprovechando la infraestructura existente en materia de seguridad.

Uruguay felicitó a la Provincia de Buenos Aires por su presentación y destacó que lo considera un ejemplo de buena práctica haciendo alusión a un proyecto similar –proyecto Tacuabe- que se está desarrollando en el país en el que se prevé generar un sistema de máxima confianza donde el interno vivirá con su familia en la etapa de regreso. 

Colombia remarcó que antes de construir una cárcel debe pensarse que tipo de cárcel se quiere. Remarcó 5 problemas de su país: falta de infraestructura, hacinamiento con tendencia al alza, falta de personal, tendencia punitiva y un proyecto de ley de aumento de penas. Destacó la relación entre seguridad ciudadana y política penal y la necesidad de garantizar el uso de políticas restaurativas, con el objetivo de trabajar por la construcción de ciudadanía.

Paraguay mencionó los programas de madres con niños en situación de cárcel y consultó si existían estudios de impacto sobre los niños. Bolivia consultó sobre el alcance proyectado del programa y qué pasa con aquellos que no se adaptan. EEUU consultó si se tuvo en cuenta grupos de pandillas o grupos organizados en el diseño. Por su parte, la delegación de Argentina mencionó los programas de inclusión social y de Derechos Humanos, considerando que las unidades penitenciarias deben ser modelos de derechos plenos, la importancia de la capacitación del personal penitenciario, la ausencia de hacinamiento en el sistema federal, los programas de madres con hijos que pueden permanecer en el sistema hasta los cuatro años. Canadá consultó qué programas apoyan la infraestructura para ampliar el programa a reclusos de máxima seguridad. Perú consultó sobre cómo toma la comunidad la implantación de estos centros y los resultados de la reincidencia. 

La Provincia de Buenos Aires respondió que la realidad de la vulnerabilidad de las personas privadas de libertad se deben abordar desde los planes de inclusión social y el énfasis en las respuestas transversales públicas y privadas. Dentro de los planes de inclusión social, remarcó la ley que garantiza el cupo del 2% de empleo en la administración pública para aquellos que egresan del sistema penitenciario, la prohibición de traslados como forma de castigo, la clasificación como aspecto clave, la importancia de considerar la cercanía de la familia y el mantenimiento de vínculos afectivos. Remarcó que el programa redujo la violencia en un 95% y todavía no disponen de un estudio sobre el impacto en los niveles de reincidencia. 

La presidencia destacó que el sujeto sale a la comunidad y la evaluación de la reincidencia no depende exclusivamente del éxito de los programas penitenciarios, sino también de los programas con base comunitaria, tras lo cual se procedió a un receso.

Luego del receso, Uruguay resaltó el proyecto en El Espinillar ya mencionado y acompañó el interés de Perú sobre la existencia de estudios de reincidencia. 

Canadá comentó que tienen un programa de ingreso muy exhaustivo de 21 días, en base del cual se realiza un plan correccional para el individuo, y además tienen programas para poblaciones específicas, como las aborígenes, delitos sexuales, adicciones y violencia familiar. Han logrado un 63% de reducción de readmisión por casos de violencia en los últimos 15 años. Resaltó también que se está observando un nuevo tipo de ofensor que llega con sentencias cortas, lo cual llevó al desarrollo del Programa Integrado de Desarrollo. El programa implica que antes de regresar al medio libre deben haber pasado por algún tipo de programa que se focalice en sus necesidades criminogénicas. 

El Presidente destacó que en Costa Rica la población penitenciaria esta en 130.2%. Se monitorea la sobrepoblación con un programa que brinda la facultad al poder Ejecutivo, de que al prisionero que cumplió 1/3 de la sentencia, y cumplió además con la fase de tratamiento, que con visita y autorización de la víctima, la persona pase a una cárcel abierta. Los programas deben ser medidos y evaluados permanentemente y las autoridades deben tener los datos necesarios. Tienen un 88% de éxito en los programas abiertos. 

La Provincia de Buenos Aires indicó que en breve tendrán estudios de reincidencia y que en la Provincia la flagrancia no tuvo impacto en los números de presos, sino que ayudó a disminuir la prisión preventiva. En el 60% de los casos se aplican medidas alternativas. 

A continuación el Presidente dio paso al sexto punto de la agenda sobre estrategias de intervención, liberación, supervisión comunitaria, dando la palabra a la Secretaría de Seguridad Multidimensional y al Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana (CESC) para la presentación del proyecto de desarrollo de una metodología estandarizada para el monitoreo y la evaluación de proyectos y programas de reintegración social orientados a la disminución de la reincidencia delictiva. 

La presentación realizada por el CESC mostró que la reintegración es un mandato establecido en varios instrumentos internacionales, entre ellos el art. 5.6 de la Convención Americana de DDHH. El proyecto tuvo cuatro aéreas específicas de atención: marco legal, institucionalidad, estadísticas, y área programática. Comentaron que se hizo una revisión de buenas prácticas comparadas fuera de la región. Y destacaron dos conclusiones: todos los países involucrados en el programa presentan condiciones básicas para diseñar programas de reintegración con monitoreo y evaluación, y todos los estados pueden y deben desarrollar este tipo de programas.

A continuación la Secretaría Ejecutiva de la CICAD presentó su programa de integración social y drogas, programa que toma en cuenta no sólo los consumidores sino todo aquel que tenga una vinculación con el tema de drogas. Se realizó una dramatización de un caso de vinculación de drogas y cárcel: un detenido con una larga historia de drogas y violencia. CICAD se comprometió a compartir la guía en desarrollo y solicitó que las autoridades compartan sus sugerencias y opiniones respecto a la guía.

Canadá indicó que un 99% de los privados de libertad regresan a la sociedad. Destacó la importancia de la identificación de factores criminógenos y la aplicación de programas específicos. Resaltó que cuentan con 8.000 detenidos supervisados por oficiales de liberación comunitaria, que son parte de la propia comunidad. Indicó que desarrollaron un programa de mantenimiento para fortalecer las habilidades de los reclusos. Remarcó que el enfoque es el desarrollo de un proceso compartido entre el estado y la comunidad para asegurar la seguridad pública.

El Presidente se interrogó sobre la efectividad de las intervenciones en los sistemas penitenciarios y como medirlo. Indicó que existen varias formas, una de ellas siendo la reincidencia, pero no la única. Sin embargo, esta nos importa de manera especial. Las intervenciones deben ser específicas. Para esto se requiere un sistema de clasificación. A mayor especificidad mayor eficacia, tal como lo sostuvo Canadá. La sobrepoblación y la masificación de los tratamientos por la cantidad de personas privadas de libertad impiden la especificidad en los tratamientos. 

Brasil solicitó la circulación de las presentaciones y resaltó que deben evitarse estudios que tiendan a “patronizar”. Colombia indicó que es complejo el tema de medidas alternativas y también el tema de reincidencia. Mencionó el concepto de reparaciones transformadoras y destacó que la reincidencia también debería tomarse en ese contexto como medidas transformadoras que modifiquen la realidad inicial que llevo a una persona a la cárcel. No hay estudios de reincidencia en Colombia. Debe eliminarse el hacinamiento como medida previa a la reintegración. Uruguay preguntó a Canadá sobre la sensibilización de la comunidad a través de los medios de comunicación, para su apertura con los programas comunitarios. Canadá respondió que han intentado contar la historia para lograr una mayor sensibilización comunitaria. 

Argentina indicó que debe tomarse un enfoque regional y buscar buenas prácticas en la propia región. Argentina redujo la reincidencia en un 50%. Cree que debe reverse la privatización como opción en algunos países. Debe desmilitarizarse y profesionalizarse al personal, y con enfoque de género. Debe haber un marco legal acorde a las políticas que se desean implementar. Las cárceles deben estar abiertas a organismos de control y tener buena comunicación con las autoridades. En el tema de drogas, es complicado controlar el ingreso a las unidades. En materia de reinserción tienen un programa para personas con padecimientos mentales que tienen que estar detenidas, que es una buena práctica. La tasa de reincidencia es 0%, es una política articulada con diversas áreas del estado. Programa PRISMA para personas con padecimientos mentales. 

A continuación se dialogó sobre las recomendaciones y/o conclusiones que pudieran surgir de la reunión. Colombia solicita que las recomendaciones de esta reunión sean concretas, lo cual fue apoyado por la Presidencia. Brasil solicita tener un documento lo antes posible para consultar a las capitales. Perú coincide con Brasil. Ecuador se suma a Brasil y Perú sobre el procedimiento para aprobar conclusiones y recomendaciones. Sugiere que la Presidencia elabore un documento propio y presentarlo a REMJA IX. EE UU apoyó la posición de Ecuador. 

La Presidencia propuso que se realice un informe de la relatoría con dos recomendaciones: 1) extender la vigencia de las recomendaciones emanadas de la segunda reunión; y 2) considerar la posibilidad de organizar una cuarta reunión de autoridades carcelarias.

Antes de cerrar la sesión, y en respuesta a algunos interrogantes previos de las delegaciones, el Centro de Estudios Seguridad Ciudadana informó que es difícil estandarizar realidades muy distintas. Lo que se propone es una metodología amplia que permita sistematizar. El espíritu de la metodología no es establecer comparaciones sino desarrollar un método propio que permita medir sus prácticas y poder divulgar las buenas prácticas.

No habiendo otros comentarios, la sesión del primer día se levantó a las 5:15.

El segundo día  comenzó con el punto 7 sobre datos y estadísticas sobre prisiones. El presidente enfatizó la importancia de los datos y registros para la toma de decisiones, para poder saber el estado de situación y que acciones se deben seguir para cumplir con los objetivos. Esto que parece obvio, no es así cuando se relevan datos de la región. Destacó que la estadística es un instrumento valido para la toma de decisiones y como en todas las organizaciones es un aspecto estratégico en una gerencia. La estadística es un elemento importante pero requiere de la interpretación para su eficiencia.

A continuación, el presidente anunció un cambio en el orden de las presentaciones, dando la palabra al representante del Banco Mundial. 

El representante del Banco Mundial repasó la situación actual y la importancia de contar con estadísticas. En este sentido, remarcó que la situación actual es que cuando los datos son públicos y están disponibles, en general esos datos no están actualizados o los datos son heterogéneos. Resaltó que la forma de registro y presentación es diferente en cada país y que otra situación común es que los datos son públicos pero no están disponibles.  Las estadísticas brindan a los Estados la posibilidad de informar sobre sus políticas penitenciarias. Destacó que se deben considerar grupos específicos como mujeres, enfermos, y otros. Otro punto es definir criterios de agrupación en el sistema, y mejorar la gestión de las mismas. 

Entre la información que debería recabarse mencionó el grado de capacitación del personal, el presupuesto, el estado de las instalaciones, la actividad al interior de las prisiones y la ocupación del tiempo de los presos. Todo ello tiene el propósito de  mejorar la rendición de cuentas, mejorar las condiciones de vida, y permitir comparaciones a nivel nacional e internacional, entre otros. Además deben medirse indicadores básicos como: población, características demográficas, tipo de crímenes, estado mental, situación socioeconómica, salud, eventos de fugas o motines, el uso de los procesos disciplinarios, tipo de conductas sancionadas, personal, instalaciones y presupuesto, indicadores de satisfacción laboral, etc.

En cuanto a cómo medir los datos, se indicó que pueden realizarse revisiones de escritorio -cuando los datos son de fácil acceso- pero el problema es que estas mediciones suelen ser heterogéneas en el tiempo, y que las mediciones no son iguales en todos los países. Otra forma de medir es aplicar cuestionarios a funcionarios pero a veces los funcionarios no tienen el tiempo necesario, otra forma de recabar información sería la aplicación de encuesta a presos y familia; pero los inconvenientes surgen cuando se debe  acordar como realizar estos cuestionarios y su metodología.

Finalmente resaltó que la mejora de los sistemas de información es un reto a considerar, así como los aspectos metodológicos y acuerdos institucionales para que la información sea confiable. En cuanto a los indicadores, éstos están ya definidos en los documentos internacionales, aunque todavía hay  espacio para crear o incluir indicadores sobre salud y condición étnica de los presos, entre otros.

A continuación la Secretaría de Seguridad Multidimensional presentó un informe sobre estadísticas de personas privadas de libertad, presentando estadísticas de la región sobre poblaciones totales, género, edad, adultos y menores, procesados, etc. y la capacidad de los sistemas penitenciarios. La Secretaría presentó también un cuadro actualizado sobre la situación en el hemisferio, destacando que para concretar un concepto de seguridad inteligente los datos son importantes, y que debe tenerse en cuenta que son instrumentos para contribuir al avance de las políticas públicas que ayudarán a nuestros países, pero el dato no es por sí mismo lo más importante. Lo importante es contar con los datos e interpretarlos. Destacó que algunos  países cuentan con buena tecnología, pero otros no, y que la seriedad con que se ha conseguido registrar los datos es lo que debe importar.

Se mencionaron datos estadísticos del reciente Informe sobre Seguridad Ciudadana en las Américas, entre ellos que el total de la población penitenciaria en las Américas es de 3.6 millones, que es el continente que más gasta en el mantenimiento del sistema carcelario, que todas las regiones sufrieron un aumento significativo en la cantidad de privados de libertad, que en algunos países se encuentran menores en cárceles de adultos, que el aumento es de 30% en la población penitenciaria para el período 2000-2010, y todos los países muestran curvas ascendentes. Se destacó que muchas mujeres privadas de libertad están vinculadas al narcomenudeo, que los países están actuando más pero en comparación con el mundo el continente es atípico, por ejemplo, de los 10 países en el mundo con mayor tasa de prisionalización por cada 100 mil habitantes, 5 están en las Américas.  Se mencionó que los cupos de las prisiones sobres las que se basan las estadísticas de hacinamiento están definidos por cada país, ya que la definición del espacio por privado de libertad no esta definida internacionalmente. Se resaltó que hay un aumento en el hacinamiento y que la prisión preventiva tiene un porcentaje alto, por ejemplo,  en América del Sur es del 40%. Se hace necesario fortalecer el sistema judicial y mantener el respecto a la proporcionalidad de la aplicación de las penas promoviendo medidas alternativas a la reclusión. Los estados deberían racionalizar el uso de la cárcel y proveer medidas alternativas en el caso de los delitos no violentos. Por último, se mencionó que necesitamos avanzar con datos más modernos para enfrentar la criminalidad y se puso el informe a disposición de las delegaciones.

El Presidente destacó que es cada vez mas claro que el tema de la criminalidad no es un tema exclusivo de los carcelarios o de las penitenciarias, tras lo cual habilitó la palabra para la presentación o dialogo entre las delegaciones. Colombia agradeció la presentación porque nos muestra el estado de los sistemas penitenciarios en la región, y mencionó que se debe tener en cuenta que las cifras que se presentaron sobre Colombia son de 2009, y que la situación actual es más grave, ya que la población carcelaria aumentó en el país desde entonces. Destacó que es necesario combatir el hacinamiento, ya que la carencia de espacio atenta contra la posibilidad de que las personas se reintegren, estén bien atendidos desde el punto de vista de la salud, y otros. En segundo lugar, resaltó que la mayor parte de la población está detenida por vinculación a droga, pero debe diferenciarse los que son consumidores y el narcomenudeo de los grandes traficantes asociados al crimen organizado. 

Perú agradeció también las presentaciones y sostuvo que en el caso de las citas generales hay una tendencia que comparten. Mencionó que distribuirán el informe de su país, así como el plan estratégico 2011-2016. En Perú en los últimos 14 años se incrementó la población carcelaria, en 7.000 internos. Los incrementos son diferenciados por región en el país. Los procesados representan el 68% de la población penal, la infraestructura se releva insuficiente, el presupuesto no ha tenido variación en relación al aumento de la población penal, y destacó varias medidas para revertir la situación: lucha contra la corrupción, reducción del hacinamiento, seguridad, salud, mejorar el tratamiento, fortalecimiento de la gestión, participación del sector privado, reducción del delito, programas de rehabilitación, todo lo cual está en los documentos que distribuirán.

Guatemala resaltó en el período 2011/12 se ha incrementado el hacinamiento. Los mayores problemas son infraestructura, falta de presupuesto y recursos humanos. Mencionó que el crecimiento demográfico ha incrementado las necesidades y son necesarias políticas de prevención. Guatemala está implementando políticas de infraestructura. La reinserción y la rehabilitación es integral con una reforma penal con énfasis en las medidas alternativas. Se está atacando la impunidad pero se están llenando las cárceles, con una sobrepoblación superior al 200%.

Republica Dominicana destacó los logros del nuevo modelo penitenciario. En 1999 se definieron las prioridades de las políticas penitenciarias y actualmente hay 14 centros en el nuevo modelo.  El personal penitenciario es seleccionado por concurso público de oposición y capacitado. La infraestructura es moderna y contiene todos los espacios necesarios para un trato digno y humanitario donde prima el respecto de los Derechos Humanos.  Se basa en observación, tratamiento y prueba. El estudio y el trabajo son ejes de la reforma y son autosostenibles. El programa de reinserción social y los programas de egreso funcionan con éxito. El nuevo modelo tiene préstamos para la organización de micro empresas a fin de facilitar la inclusión. El patronato del liberado acompaña todos los pasos.

El Presidente destacó el funcionamiento del nuevo modelo y la experiencia post-penitenciaria.

Panamá destacó los avances en infraestructura y el advenimiento del nuevo sistema penal acusatorio. Mencionó que 5 mil personas que hoy se encuentran hacinadas van a ser reubicadas. El gobierno ha tomado el tema como de alta prioridad. Destacó el alto porcentaje de personas sin condena y puso a disposición un informe completo sobre los avances del sistema haciendo énfasis en la capacitación del personal. Resaltó que se busca también mejorar la clasificación como garantía de los Derechos Humanos.

Acto seguido se dio inicio a la cuarta sesión con la presentación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La CIDH destacó que un indicador para saber la madurez de una democracia tiene que ver con la situación de las personas que están en condición de protección por parte de los Estados, lo que implica la construcción de política penitenciaria en el marco de la democracia. Mencionó que invertir en reclusorios es antipopular pero construir un proceso de transformación es sumamente importante. Valoró el esfuerzo que hacen los respectivos gobiernos en ese sentido, indicando que la CIDH busca co-ayudar en este proceso. Se hizo referencia al documento de Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, producto de las visitas que se han realizado y de la sinergia de los Estados Miembros. Se presentó también el último informe de la relatoría sobre la situación de los Derechos Humanos en las Américas, resaltando que es importante para la CIDH saber sobre los avances que tienen los países después de las visitas. 

Se enfatizó el Art. 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el deber del Estado de adoptar políticas públicas generales y transparentes. La CIDH realizó 21 visitas a 14 países, observando que los problemas más comunes son: hacinamiento y sobrepoblación, deficientes condiciones de reclusión, altos índices de violencia, empleo de la tortura, uso excesivo de la fuerza y de la prisión preventiva, falta de programas laborales y educativos y falta de transparencia, entre otros. Estos problemas han sido permanentemente observados lo que indica la existencia de serias deficiencias estructurales en la mayoría de los países, destacando que es el resultado de  la desatención de los Estados y de la apatía de las sociedades. Se mencionó también que la falta de monitoreo ha facilitado la decadencia de los sistemas en todos los ámbitos y el informe  describe solo la punta del iceberg de lo observado en la región. Destacó tres principios básicos: 1) trato humano, 2) posición de garante del Estado, en especial frente al derecho a la vida y a la integridad, y 3) compatibilidad entre los Derechos Humanos de los privados de libertad y los fines de la seguridad ciudadana. Se deben dar la asistencia y los recursos necesarios para permitir el retorno a la sociedad de las personas privadas de libertad, entre ellos: políticas públicas integrales, continuidad, marco jurídico apropiado, presupuesto, integración institucional, integrando a todas las ramas del poder publico, y los centros de privación de libertad deben estar sujetos al monitoreo más estricto. 

A continuación realizó su presentación el Comité Internacional de la Cruz Roja que expuso sobre el tema salud en los centros de detención y cárceles. El papel de ICRC en las prisiones comenzó en 1859, lo cual dio lugar a la Primera Convención de Ginebra.  

ICRC ha visitado 1.869 centros de detención en 75 países. Sus conocimientos de mejores prácticas ayudan a los Estados y a las familias, facilitan las visitas de familiares cuando no se brinda la asistencia básica de medicamentos y comida, y brinda apoyo técnico en infraestructura. En situaciones agudas asumen el control de las autoridades y en algunas situaciones brindan asistencia médica directa. Realizan reuniones con las autoridades, inspeccionan las prisiones, dialogan con las personas privadas de libertad y hacen recomendaciones. Si identifican casos de maltrato o tortura intervienen para ponerle fin. Cuando se requiere,  ayudan a pasar el problema al ministerio de salud. La salud es un Derecho Humano fundamental y requiere que se involucren muchos sectores. La salud del sistema penitenciario es una parte integral del sistema de salud de cualquier país. Destacó las recomendaciones sobre los pasos que deben darse para el reconocimiento de los problemas de salud, la importancia de la confidencialidad del manejo de los registro médicos, la responsabilidad de los Ministerios de Salud en el sistema penitenciario, y los problemas físicos principales que se dan por hacinamiento, sobrepoblación, mala nutrición, malas condiciones higiénicas, lo cual da lugar a enfermedades como la tuberculosis. Resaltó la necesidad de que los reclusos realicen ejercicio por algunas horas al día al aire libre. Remarcó que los factores de riesgo  hace necesario tomar medidas de prevención. Y que existe falta de recursos e infraestructura, falta de motivación del personal, falta de confidencialidad, etc. Los Ministerios de Salud no pueden ignorar las prisiones y deben considerar a los privados de libertad como pacientes en primer término, y no reclusos.

A continuación realizó una ponencia la Organización Panamericana de la Salud, la cual expuso sobre su mandato y destacó que la Declaración Universal de Derechos Humanos contempla en su Art. 26 el tema de salud. Resaltó que la violación de los Derechos Humanos puede afectar la salud física y mental de los privados de libertad, en especial grupos vulnerables. El ejercicio de los Derechos Humanos y el goce de la salud son requisitos fundamentales para la vida. Existen retos significativos: hay un conocimiento limitado de los Derechos Humanos en las prisiones, las políticas y leyes suelen no están conformes a los estándares internacionales en algunos países, hay participación limitada de la sociedad civil y limitaciones en el monitoreo de cárceles.  La resolución del 2010 de la OPS: “La Salud y los Derechos Humanos”, fortalece las competencias de los trabajadores de salud, permitirá la colaboración con parlamentos y cortes, diseminar información, facilitar cooperación técnica, contribuir con instituciones académicas y fortalecer el intercambio de buenas prácticas.

En cárceles, el objetivo es mejorar la salud pública con la mejora de la salud en los centros penitenciarios.  Los temas de principal interés son tuberculosis, salud sexual, VIH, enfermedades cutáneas, hepatitis, grupos vulnerables, menores adolescentes, personas con discapacidad, entre otros. Preocupa particularmente el tema de los trabajadores en los centros penitenciarios.  Por último destacó que se realizaron capacitaciones en 9 países, se hicieron preevaluaciones en algunos países y en julio de 2012 realizaron una visita de seguimiento y test de herramienta por primera vez en 5 centros (3 de adultos y 2 de menores) dando un enfoque integral de salud.

Por último, las delegaciones acordaron elevar el informe de la Relatoría a la IX Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA) y proponer a la REMJA:
1) Que se extienda la vigencia de las recomendaciones emanadas de la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA; y 
2) Que se recomienda la convocatoria de una Cuarta Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA.

Tras lo cual se dio por concluida la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA a las 13 Hs. del día 18 de septiembre de 2012.
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